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Acta N° 212 de mayo 10 de 2016
                                          
Decide la Sala el recurso de apelación que contra la sentencia del 24 de noviembre de 2015, proferida por el Juzgado Cuarto Civil del Circuito local, interpuso la parte actora, en esta acción popular que Augusto Becerra Largo promovió contra la Parroquia “San Cayetano”, barrio “Providencia” de esta ciudad. 




ANTECEDENTES





A nombre propio, acudió a la acción popular Augusto Becerra Largo contra la Parroquia “San Cayetano”, ubicada en la carrera 22 bis No. 22-23, del barrio Providencia, de la ciudad de Pereira. Adujo en su escrito que las instalaciones abiertas al público donde la parroquia ofrece la liturgia a la comunidad carecen de “…interprete permanente de planta para atender, a los ciudadanos sordos, sordo ciegos e hipoacústicos que acuden a dicha parroquia o templo a escuchar la palabra o a presenciar actos litúrgicos” (sic), con lo que viola la Ley 982 de 2005, que en su artículo 8° manda a las entidades gubernamentales y no gubernamentales que presten servicios públicos a adecuar sus instalaciones y brindar todas las ayudas necesarias para las personas con discapacidad auditiva y visual. 

  



Dicha omisión, señala, vulnera los derechos colectivos contenidos en los literales m), d) y l) del artículo 4º de la Ley 472 de 1998. 

   



Pidió, en consecuencia, que se le ordenara al señor párroco, como representante del templo religioso accionado, contratar “… de planta o para todos los actos litúrgicos, a un profesional interprete para ciudadanos sordos, sordociegos e hipoacústicos a fin de dar cumplimiento a la ley 982 de 2005, artículo 8” (sic); además, que se condenara a la parroquia a pagar las costas y agencias en derecho. 





Admitida la demanda el 14 de abril de 2015, se dispuso el traslado a la entidad accionada y la notificación a la Defensora del Pueblo; igualmente informar a la comunidad sobre el inicio de la acción. 





La parroquia accionada, por conducto de abogada, contestó la demanda para referirse a los hechos, oponerse a las pretensiones y presentar una excepción que nominó “falta de legitimación en la causa por activa”, basada en el hecho de que, fuera de que el actor “… no profesa la fe católica y no fundamenta actuar en nombre de los ciudadanos que sí la profesan.”, no demuestra que esté actuando en favor o en nombre de una colectividad. Además, el señor Becerra Largo no pertenece a la comunidad católica del barrio providencia que dice proteger, está residenciado en el barrio Villa Santa de Pereira, lugar distante de la Parroquia demandada. Finalmente, puntualiza que “Si bien el templo de la Parroquia SAN CAYETANO se realizan actos propios del rito católico, el hecho de que la entrada al templo no sea restringida, no quiere decir que se encuentre abierto al público en general, a ella acuden los fieles católicos para participar de las ceremonias que se celebran conforme a la Instrucción General del Misal Romano.”
. 

  



Se convocó a la audiencia de pacto de cumplimiento, a la que no acudió el accionante, y se procedió al decretó de pruebas, entre ellas, documentales, testimoniales e interrogatorio de parte. Evacuadas en su totalidad las documentales y parcialmente los testimonios, se surtió el traslado para alegar de conclusión, término en el que se pronunció la iglesia demandada
, y a continuación se dictó sentencia de primer grado que negó las súplicas del actor popular. 

  



Para resolver así, el funcionario expuso, con base en el artículo 19 de la Carta Política, que el pertenecer a una congregación religiosa es más un asunto individual que colectivo, y así lo fuera, tampoco prosperaría la acción dado que una iglesia no se puede catalogar como un lugar público donde obligatoriamente las personas tengan que acudir, “… los feligreses, que practican esta doctrina, asisten cuando lo desean, no es obligatorio …”, sin que exista prueba que demuestre violación de derecho alguno a personas discapacitadas.   

                                          
No quedó conforme la parte demandante e hizo descansar sus réplicas en que la demanda descansa en lo previsto en el artículo 8º de la Ley 982 de 2005, y el hecho de que la entidad accionada quiera estar por encima de la ley, del ordenamiento jurídico y del bloque de constitucionalidad, viola de manera directa el artículo 13 de la Constitución Nacional, lo que demuestra la vulneración del derecho colectivo alegado.
 

   



En esta instancia, el actor intervino insistiendo que se ampare el derecho colectivo invocado para lo cual anexa varias sentencias que en su concepto le favorecen
.
  



CONSIDERACIONES
   



Es preciso recordar que las acciones populares fueron elevadas a rango constitucional en 1991, como se lee en el artículo 88 de la Carta Política; su regulación le fue deferida al legislador y éste, en ejercicio de esa facultad, expidió la Ley 472 de 1998, en la que desarrolló aquella norma y dispuso que tales acciones “Son los medios procesales para la protección de los derechos e intereses colectivos” y “(…) se ejercen para evitar el daño contingente, hacer cesar el peligro, la amenaza, la vulneración o agravio sobre los derechos e intereses colectivos, o restituir las cosas a su estado anterior cuando fuere posible…” (art. 2°). Además, proceden contra la acción u omisión de las autoridades públicas o de los particulares que hayan violado o amenacen violar aquellos derechos (art. 9, ibídem).

A propósito, sin cerrar la posibilidad de otros que estén señalados en la Constitución, en la ley o en tratados internacionales, para esta normativa (art. 4°), son derechos e intereses colectivos los relacionados con: 
a)
El goce de un ambiente sano, de conformidad con lo establecido en la Constitución, la ley y las disposiciones reglamentarias;  
b) 
La moralidad administrativa; 
c) 
La existencia del equilibrio ecológico y el manejo y aprovechamiento racional de los recursos naturales para garantizar su desarrollo sostenible, su conservación, restauración o sustitución. La conservación de las especies animales y vegetales, la protección de áreas de especial importancia ecológica, de los ecosistemas situados en las zonas fronterizas, así como los demás intereses de la comunidad relacionados con la preservación y restauración del medio ambiente;

d)
El goce del espacio público y la utilización y defensa de los bienes de uso público; 
e) 
La defensa del patrimonio público

f) 
La defensa del patrimonio cultural de la Nación;

g) 
La seguridad y salubridad públicas;

h) 
El acceso a una infraestructura de servicios que garantice la salubridad pública;

i) 
La libre competencia económica;

j) 

El acceso a los servicios públicos y a que su prestación sea eficiente y oportuna;

k)
La prohibición de la fabricación, importación, posesión, uso de armas químicas, biológicas y nucleares, así como la introducción al territorio nacional de residuos nucleares o tóxicos;

l) 

El derecho a la seguridad y prevención de desastres previsibles técnicamente;  
m) 
La realización de las construcciones, edificaciones y desarrollos urbanos respetando las disposiciones jurídicas, de manera ordenada, y dando prevalencia al beneficio de la calidad de vida de los habitantes;  
n) 
Los derechos de los consumidores y usuarios.  
Lo que discute en este asunto el demandante, de manera concreta, es que en el templo demandado, ubicado en la carrera 22 bis No. 22-23 del barrio Providencia, no se dispone de intérpretes y guías intérpretes para aquellas personas con limitaciones auditivas o visuales, es decir, que se incumplen las condiciones de los artículos 15
, 25
 y 26
 de la Ley 982 de 2005.
Si a ello se reduce la cuestión, es preciso establecer si en realidad hay un derecho colectivo vulnerado por la falta de intérprete o guía intérprete en los actos litúrgicos que se celebran en la parroquia accionada, tal como lo alega la parte demandante, o si no es así, como lo decidió la funcionaria.

La acción popular, se dijo, busca proteger los intereses colectivos de una comunidad, entendiendo por tales, los derechos que tienen que ver con un grupo social o conjunto de personas de una colectividad, relacionados con el disfrute y goce de una buena calidad de vida. No se trata, pues, de los de un individuo en particular, sino de los de todo un conglomerado social cuya afectación general puede ser protegida por esta vía. 
Al respecto, la Corte Constitucional
 ha señalado que: 

Apoyada en la ley y la doctrina especializada, la jurisprudencia constitucional ha definido las acciones populares como el medio procesal con el que se busca asegurar una protección judicial efectiva de los derechos e intereses colectivos, afectados o amenazados por las actuaciones de las autoridades públicas o de un particular, teniendo como finalidades: a) evitar el daño contingente (preventiva), b) hacer cesar el peligro, la amenaza, la vulneración o el agravio sobre esa categoría de derechos e intereses (suspensiva), c) o restituir las cosas a su estado anterior (restaurativa).

A partir de tal definición, ha dejado en claro la jurisprudencia que el objetivo de las acciones populares es, entonces, defender los derechos e intereses colectivos “de todas aquellas actividades que ocasionen perjuicios a amplios sectores de la comunidad, como por ejemplo la inadecuada explotación de los recursos naturales, los productos médicos defectuosos, la imprevisión en la construcción de una obra, el cobro excesivo de bienes o servicios, la alteración en la calidad de los alimentos, la publicidad engañosa, los fraudes del sector financiero etc”
.    

Sobre los derechos colectivos, ha precisado la Corte que los mismos se caracterizan por ser derechos de solidaridad, participativos y no excluyentes, de alto espectro en cuanto no constituyen un sistema cerrado a la evolución social y política, que pertenecen a todos y cada uno de los individuos y que, como tales, exigen una labor anticipada de protección y una acción pronta de la justicia, inicialmente dirigida a impedir su afectación y, en su defecto, a lograr su inmediato restablecimiento, lo cual, precisamente, se logra a través de las llamadas acciones colectivas, populares y de grupo. 

Y el Consejo de Estado ha dejado claro que:
…los derechos colectivos son aquellos mediante los cuales aparecen comprometidos los intereses de la comunidad, y cuyo radio de acción va más allá de la esfera de lo individual o de los derechos subjetivos previamente definidos por la ley, pues para los segundos el legislador ha previsto sus propias reglas de juego; en cambio, para los intereses colectivos, solo con la expedición de la Ley 472 reguló en forma general dicha acción, la cual no se limitó únicamente a consagrar principios generales, sino que le otorgó al Estado y a los ciudadanos instrumentos efectivos para convivir dentro de un entorno ecológico sano. En efecto, estos intereses afectan de manera homogénea a la comunidad, pero la titularidad de la acción cuyo propósito es volver las cosas al estado de normalidad la tiene cualquier persona, no obstante que podrá ser ejercida por un grupo determinado de personas a nombre de la comunidad cuando ocurra un daño a un derecho o interés común, violado por la acción de los particulares o por el poder público.

La doctrina, por su parte, ha sido enfática en señalar que los derechos colectivos:
Son aquellos relacionados con el mejoramiento y mantenimiento de la buena calidad de vida, se reconocen, por tanto, a toda la comunidad, razón por la cual, el titular del derecho es una pluralidad de personas identificadas como un todo y no individualmente. A partir del artículo 78 de nuestra Constitución Nacional se consagran dichos derechos y el artículo 88 de la misma, también relaciona algunos de ellos; por su parte, el artículo 4 de la Ley 472 de 1998, hace una lista de derechos colectivos, la cual no es taxativa, sino meramente enunciativa.”

De manera que si el fin principal de la acción popular es la protección de derechos e intereses colectivos, no individuales, para que tenga éxito debe demostrarse en el proceso que hay un agravio social, que deba reparar la entidad accionada. 
Sobre esto último, realizando una interpretación lógica y razonada de los apartes transcritos de la Ley 982 de 2005, se concluye que dicha norma estableció la obligación perentoria, no solo para las entidades estatales de cualquier orden, sino también para las empresas prestadoras de servicios públicos, las instituciones prestadoras de salud, las bibliotecas públicas, los centros de documentación e información y, en general, las instituciones gubernamentales y no gubernamentales que ofrezcan servicios al público, de garantizar a las personas sordas, sordociegas e hipoacúsicas, el acceso a todos los servicios que como ciudadanos les confiere la Constitución; en primer lugar, con la incorporación paulatina de programas de atención al cliente con plena identificación del lugar o lugares en los que pueden ser atendidas las personas con limitaciones físicas y del servicio de intérprete y guía interprete; y en segundo término, con la adopción de señalización, avisos, información visual y sistemas de alarmas luminosas aptos para el reconocimiento por dicha población en las instituciones prestadoras de salud. 
Pero sucede que el rito propiamente dicho, no responde a la noción de un servicio público, si por tal se entiende “… toda actividad organizada que tienda a satisfacer necesidades de interés general en forma regular y continua, de acuerdo con un régimen jurídico especial, bien que se realice por el Estado directa o indirectamente, o por personas privadas.”

Se trata en este caso de un centro religioso al que acuden las personas que profesan la religión católica, con base en el derecho constitucional a la libertad de cultos, consagrado en el artículo 19 de la Carta Política
, que, como lo definió la jueza de instancia, constituye más un derecho de carácter individual, que uno colectivo. El acto litúrgico es en sí una ceremonia privada, al que asisten los feligreses de manera voluntaria, por su propia cuenta, en lo que no puede haber injerencia por parte del Estado, a menos que en su ejercicio, determinada congregación vulnere derechos fundamentales de una persona, en cuyo caso, lo procedente sería una acción constitucional de otra estirpe, como una tutela. 

La ley 133 de 1994, que desarrolla el citado artículo 19, enseña en sus primeras normas, entre otras cosas, que ninguna iglesia o confesión religiosa es, ni será estatal; y que el ejercicio de los derechos dimanantes de la libertad religiosa y de cultos, tiene como único límite la protección del derecho de los demás al ejercicio de sus libertades públicas y derechos fundamentales, así como la salvaguarda, de la seguridad, de la salud y de la moralidad pública, elementos constitutivos del orden público protegido por la Ley en una sociedad democrática; en tanto que el derecho de tutela de los derechos reconocidos en esta Ley Estatutaria, se ejercerá de acuerdo con las normas vigentes.
Como puede advertirse, si por el ejercicio de actividades religiosas se comprometieran la seguridad, la salud o la moral pública, bien podría concluirse, según el listado que contiene el artículo 4° de la Ley 472 de 1998, antes transcrito, que tendría cabida una acción de esta naturaleza. Pero no son estos los que se invocan en el libelo, sino los que tienen que ver con derechos individuales derivados del culto mismo, cuya vulneración no puede corregirse por la vía de una acción que, se insiste en ello, tiene como objetivo, la protección de derechos colectivos. 
Ha dicho la Corte Constitucional
 que: 

   


…la libertad de cultos involucra en nuestro actual régimen constitucional, la potestad de profesar o no  una cierta religión, de manera tal que se le pueda adjudicar “a cada hombre o grupo de hombres la posibilidad de estar inmune a la coerción tanto de parte de otros hombres como de los poderes del Estado” 
 en lo concerniente a su opción religiosa. Por ende, al entender la religión como el "conjunto de creencias o dogmas acerca de la divinidad, de sentimientos de veneración y temor hacia ella, de normas morales para la conducta individual y social, y de prácticas rituales de culto"
 es claro y entendible que el ejercicio de esta libertad, en razón a su naturaleza intrínseca y personalísima, le dé a las personas el derecho a no ser “objeto de constreñimientos arbitrarios o de prohibiciones injustas en el desenvolvimiento interno y externo de su vida como seres religiosos”
. En efecto, lo “religioso no es un valor accesorio, sino esencial de la persona y por consiguiente se encuentra garantizado por la Constitución."

   


En ese orden de ideas, la doctrina constitucional ha precisado que la religión consiste en una relación personal con Dios, la cual se expresa exteriormente a través del culto público o privado; el culto, por su parte, debe ser entendido como  el conjunto de demostraciones exteriores presentados a Dios. Por este motivo, sin la relación con Dios, esto es sin religión, no se da un culto. De donde se concluye que la libertad de cultos no es más que una consecuencia de la  libertad religiosa.
 En todo caso, tanto la libertad de cultos, como la libertad religiosa, - entendida en un sentido más amplio -, se encuentran protegidas por la Constitución de conformidad con el precitado artículo 19 de la Carta, que consagra no sólo la libertad de cultos, sino la libertad de profesar libremente una religión.

También señaló, en época más reciente
, que: 
   


En varias decisiones esta Corporación ha reconocido la autonomía de la Iglesia Católica para definir las relaciones con sus fieles en el ámbito ritual y espiritual y, en consecuencia, ha declarado la improcedencia de la tutela como mecanismo para ordenar a las autoridades eclesiásticas el bautizo de menores (T-200 de 1995),
 la celebración de matrimonios (T-946 de 1999)
 o su anulación (T-998 de 2002).

Límites a la autonomía reconocida a las Iglesias y confesiones religiosas

8.  Sin embargo, como ocurre con los demás derechos constitucionales, la autonomía reconocida a las Iglesias en la gestión de sus asuntos internos y en la relación con sus miembros no es absoluta. El legislador se ocupó de definir en abstracto sus límites en el artículo 4º de la Ley 133 de 1994 al señalar que: “(e)l ejercicio de los derechos dimanantes de la libertad religiosa y de cultos, tiene como único límite la protección del derecho de los demás al ejercicio de sus libertades públicas y derechos fundamentales, así como la salvaguarda de la seguridad, de la salud y de la moralidad pública, elementos constitutivos del orden público, protegido por la ley en una sociedad democrática”.  Por su parte la Corte Constitucional, al declarar la exequibilidad condicionada de este artículo, precisó que “el orden público como límite al ejercicio del derecho de libertad religiosa, hay que concebirlo como medio para lograr el orden social justo al que se refiere la Carta de 1991, tanto en su preámbulo como en su artículo segundo.  Este orden social justo (…) se funda en el legítimo ejercicio de los derechos constitucionales y en el cumplimiento de los fines propios del Estado Social de Derecho”
.  

   


En definitiva, en el orden constitucional vigente todas las Iglesias y confesiones religiosas pueden ejercer su autonomía dentro del marco trazado por el respeto a los derechos fundamentales de las personas y el cumplimiento de los fines propios del Estado Social de Derecho.  

Con lo dicho, viene una conclusión obligada: si la liturgia como tal no está catalogada como un servicio público, sino individual, como parte integral del derecho fundamental, tiene razón la defensa en cuanto aduce que en el caso de ahora hay una falta de legitimación en la causa que, vistas las cosas como están, es por activa y por pasiva. Lo primero, porque si bien el artículo 12 de la Ley 472 le permite a toda persona natural o jurídica promover una acción de esta estirpe, es lo cierto que ello tiene cabida cuando se trata de la protección de un derecho colectivo que aquí no existe, de manera que Augusto Becerra Largo carece de esa facultad. Y lo segundo, porque, correlativamente, si no está de por medio un derecho grupal, tampoco se le puede achacar a la entidad demandada su trasgresión. 

Por otro lado, las copias de las sentencias que trae el recurrente en esta instancia
 nada aportan al proceso, pues se trata de acciones dirigidas contra entidades bancarias o de salud que sí prestan un servicio público esencial, y por lo mismo tienen la obligación legal de tener en sus dependencias intérprete y guía intérprete.       

Corolario de lo dicho, es que se confirmará la decisión de primera instancia, sin que sea menester analizar los testimonios en la forma en que lo hizo la funcionaria, pues, entre otras cosas, se tiene decantado por esta Corporación
 que en el caso de los derechos colectivos, es innecesario verificar si las personas afectadas han asistido a las instalaciones de la entidad demandada para acceder a la protección, precisamente por el efecto erga omnes que tiene una sentencia en una acción popular. Aquí lo que ocurre simplemente es que no hay un derecho colectivo de por medio y, por eso, el amparo fracasa. 
No habrá condena en costas en esta sede (artículo 38 de la Ley 472 de 1998).    
DECISIÓN 





En armonía con lo expuesto, la Sala Civil –Familia del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, CONFIRMA la sentencia del 24 de noviembre de 2015, proferida por el Juzgado Cuarto Civil del Circuito de Pereira, en esta acción popular que Augusto Becerra Largo promovió contra la Parroquia “San Cayetano”, ubicada en el barrio “Providencia” de esta ciudad. 




Sin costas. 




Notifíquese.





Los Magistrados,





JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS


  DUBERNEY GRISALES HERRERA
�  Fls. 14 a 44, c. 1


� Fls. 72 a 77 c. 1


� Fl. 89, C.1


� Fls. 7 y 10 a 85, C. 2


� "Comunicación". Es todo acto por el cual una persona da o recibe de otra información acerca de las necesidades personales, deseos, percepciones, conocimiento o estados afectivos. Es la base y requisito obligatorio de toda agrupación humana ya que hace posible la constitución, organización y preservación de la colectividad. Es un proceso social, para que la comunicación se produzca es necesario que exista entre los interlocutores motivación para transmitir y recibir. Es preciso que haya intervenido explícita o implícita, un acuerdo entre los interlocutores respecto de la utilización de un código que permita la organización de los mensajes transmitidos tomando un medio o canal de comunicación determinado.


� "Intérprete para sordos". Personas con amplios conocimientos de la Lengua de Señas Colombiana que puede realizar interpretación simultánea del español hablado en la Lengua de Señas y viceversa. También son intérpretes para sordos aquellas personas que realicen la interpretación simultánea del castellano hablado a otras formas de comunicación de la población sorda, distintas a la Lengua de Señas, y viceversa.


� "Guía intérprete". Persona que realiza una labor de transmisión de información visual adaptada, auditiva o táctil, descripción visual del ambiente en donde se encuentre y guía en la movilidad de la persona sordociega, con amplio conocimiento de los sistemas de comunicación que requieren las personas sordociegas.


� Sentencia C-644 de 2011


� Sentencia C-377 de 2002. 


� Consejo de Estado, Sección Tercera. Sentencia de 13 de febrero de 2006. C.P. Germán Rodríguez Villamizar. Rad: No. 2003-00861. Actor: Graciela Chiquillo Jaramillo. (Tomado del libro: Acciones Populares y de Grupo. La Legitimación en las Acciones Colectivas a la Luz del Derecho Comparado. PALACIO HICAPIÉ, Juan Ángel. Librería Jurídica Sánchez R. Ltda. Medellín. pág. 19 fte. y vto.)


� PALACIO HINCAPIE, Juan Ángel. Derecho Procesal Administrativo. 8ª edición. Librería Jurídica Sánchez R. Ltda. Medellín. 2013 Pág. 601.


�  Corte Constitucional. Sentencia T-378 de 2010. M.P. Jorge Iván Palacio Palacio.


� “Se garantiza la libertad de cultos. Toda persona tiene derecho a profesar libremente su religión y a difundirla en forma individual o colectiva.”


� Sentencia T-662 de 1999


� Tomado Sentencia T- 421/92. Dr. Alejandro Martínez Caballero. Cfr. Miller, Jonathan; Gelli, María Angélica y Cayuso, Susana. Constitución y derechos humanos. Tomo II. Editorial Astrea. Buenos Aires, 1991.Pág. 632.


� Corte Constitucional.  Sentencia T-430/93. Dr. Hernando Herrera Vergara.


� Corte Constitucional. Sentencia T-430 de 1993. Dr. Hernando Herrera Vergara.


� Daniel Basterra. " El derecho a la Libertad religiosa y su Tutela jurídica". Facultad de Derecho de la Universidad Complutense de Madrid. Editorial Civitas. Madrid. 1989:


� Corte Constitucional. Sentencia C-616 de 1994. M.P.Dr. Vladimiro Naranjo Mesa. 


� Sentencia T-658 de 2013


� MP. José Gregorio Hernández Galindo. Este era el caso de unos menores que no fueron bautizados por la Iglesia Católica, porque uno de ellos era fruto de una relación extramatrimonial y el otro de un matrimonio civil. Su madre acudió a la acción de tutela, que fue negada argumentando que, en virtud de la autonomía reconocida a la Iglesia Católica, y demás confesiones religiosas, no es posible ordenarles por vía judicial la administración de un sacramento.


� MP. Antonio Barrera Carbonell. Este fue el caso de un ciudadano que se encontraba privado de la libertad y le solicitó al capellán del centro penitenciario donde cumplía su condena que oficiara su matrimonio dentro del mismo establecimiento carcelario. Ante su negativa, el recluso acudió a la acción de tutela, que fue negada por la Corte reiterando el precedente establecido en la sentencia T-200 de 1995.


� MP. Jaime Córdoba Triviño. En este caso una mujer solicitaba se protegieran sus derechos fundamentales a la administración de justicia y al debido proceso porque el Tribunal Eclesiástico Regional de Cali se negó a recibirle la demanda de nulidad de matrimonio católico.


� Sentencia C-088 de 1994 (MP. Fabio Morón Díaz, SV. Eduardo Cifuentes Muñoz).


� Fls. 11 a 85, c. 2


� Sentencias del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira. Marzo 28 de 2016. Expediente 66045-31-89-001-2015-00071-01, M.P. Jaime Alberto Saraza Naranjo. Marzo 28 de 2016. Expediente 66045-31-89-001-2015-00073-01, M.P. Jaime Alberto Saraza Naranjo. Sentencia del 7 de diciembre de 2015, Exp. 66001-31-03-004-2014-00162-01, M.P. Dra. Claudia María Arcila Ríos
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